HOMICIDIO Y PORTE ILEGAL DE ARMAS
RADICACIÓN: 660016000035200701764-02
PROCESADO:JOSÉ ALBEIRO MORENO MORENO
CONFIRMA NEGACIÓN CAMBIO DE MEDIDA   

A N°49

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente. 

El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:  
Auto – 17 de noviembre de 2017 

Proceso: 


Penal – Confirma negativa de modificación de medida de aseguramiento
Radicación Nro. :
  

660016000035200701764-02

Procesado: 


JOSÉ ALBEIRO MORENO MORENO

Magistrado Sustanciador: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Tema: 


PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD POR CUMPLIMIENTO DE LA CONDENA. [E]n el presente asunto, lo que se sabe, como así lo refirió la fiscalía y reiteró el a quo, es que el señor JOSÉ ALBEIRO MORENO no fue objeto de medida de aseguramiento dentro del curso del proceso, y por ende disfrutó de su libertad hasta el momento en que por parte del funcionario judicial se profirió el sentido de fallo condenatorio, a raíz del cual, y de conformidad con lo reglado en el canon 450 C.P.P. dispuso su detención, advirtiéndose con mayor razón que la privación de la libertad de la que fue objeto tuvo su razón de ser en la necesidad de dar cumplimiento de la sentencia proferida en su contra. De otro lado y aunque la recurrente pide que se tenga en cuenta la providencia emitida por la Sala Penal del Tribunal de Armenia, donde se acató la Sentencia C-221/17 para otorgar la “libertad por vencimiento de términos” a un ciudadano condenado por iguales conductas a la del señor JOSÉ ALBEIRO MORENO, tal decisión no se ofrece obligatoria para esta Corporación, en tanto los razonamientos que al parecer se tuvieron en cuenta por parte de esa Colegiatura, son diversos al entendimiento que esta Sala le ha dado a los pronunciamientos emitidos por la Corte Constitucional y la Corte Suprema, como ha quedado plasmado en precedencia. Así las cosas, como quiera que le asistió razón al señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta capital al negar el cambio de la medida de aseguramiento solicitado, bajo el entendido que la privación de la libertad del procesado MORENO MORENO no está soportada en medida cautelar sino en el fallo de condena impuesto, la determinación adoptada en tal sentido debe confirmarse. 
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, diecisiete (17) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 1245
  SEGUNDA INSTANCIA
	Procesado: 
	José Albeiro Moreno Moreno

	Cédula de ciudadanía:
	16.262.717 de Palmira (V.)

	Delito:
	Homicidio simple

	Víctimas:
	Jorge Iván Giraldo Taborda

	Procedencia:
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira con funciones de conocimiento 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la providencia interlocutoria de fecha octubre 23 de 2017, por medio de la cual se negó la sustitución de la medida de detención intramural. SE CONFIRMA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En agosto 20 de 2015 se llevaron a cabo las audiencias preliminares por medio de las cuales se imputaron cargos al señor JOSÉ ALBEIRO MORENO MORENO en calidad de autor material del punible de homicidio en concurso heterogéneo con el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego o municiones, con imposición de medida de aseguramiento consistente en detención preventiva intramural. Al no haberse presentado allanamiento a cargos, ni tampoco preacuerdo para terminar anormalmente el procedimiento, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación en septiembre 10 de 2015 cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital, autoridad que llevó a cabo el período de juzgamiento, el cual culminó con sentencia de carácter condenatorio en noviembre 03 de 2016 por los delitos endilgados. En esa determinación se le impuso como pena privativa de la libertad la equivalente a 220 meses de prisión, y se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. 
1.2.- El fallo fue apelado por la defensa y el expediente arribó al Tribunal en diciembre 5 de 2016, a consecuencia de lo cual se encuentra a la espera de la sentencia de segunda instancia.

1.3.- A raíz del proferimiento por parte de la Corte Constitucional de la Sentencia C-221/17, que declaró exequible el numeral 6o del artículo 2o de la Ley 1786 de 2016: “por medio de la cual se modifican algunas disposiciones de la Ley 1760 de 2015”, la apoderada del sentenciado invocó a su favor la libertad por vencimiento de términos, misma que se trasmutó a una solicitud de cambio de medida intramural por una de las no privativas de la libertad consagradas en el literal b), artículo 307 C.P.P., al estimar que dicho precedente tiene fuerza vinculante y es de obligatorio cumplimiento, máxime que ha transcurrido más de un año desde que JOSÉ ALBEIRO fue privado de su libertad en octubre 11 de 2016, sin que al momento se hubiere dictado fallo de segunda instancia. Hace alusión a sentencia del Tribunal de Armenia donde se analizó dicho fallo de constitucionalidad y se consideró que éste prevalecía sobre el auto de la Corte Suprema, por la fuerza vinculante que tiene y la materialización del derecho a la igualdad, y en consecuencia se le otorgó libertad por vencimiento de términos a un ciudadano.
1.4.- El Delegado Fiscal se opuso a lo pedido al considerar que el señor JOSÉ ALBEIRO MORENO afrontó el proceso en libertad y solo al dictarse el sentido del fallo en octubre 11 de 2016 se le privó de la misma, por lo cual su detención se dio no con fundamento en una medida cautelar sino para el cumplimiento de la pena, sin existir dilación injustificada por parte del Tribunal para adoptar decisión de segundo grado, ya que aunque ha transcurrido un año, ello obedece al desarrollo propio de una segunda instancia. Agrega que la Corte suprema refirió que al adoptarse la decisión por parte del juez en la sentencia, se entiende que es para acatar la pena impuesta y no como una medida preventiva, lo que sucede en este caso, donde la privación se dio para cumplir el fallo, y por ende no se aprecia la vulneración de derechos, no existe dilación injustificable y pese a la interpretación del Tribunal de Armenia,  la Sala Penal de Pereira ha acogido los planteamientos de la Corte Suprema.

1.5.- A su turno la Apoderada de víctimas expresó atenerse al criterio del señor Juez. 
1.6.- El señor juez de conocimiento negó la solicitud formulada por la Defensora del procesada, al considerar que con antelación a la expedición del auto de la Corte Suprema -49734 de julio 24 de 2017-, a raíz de la Ley 1786 de 2016 y C-221 de 2017, fueron muchas las contradicciones y se dieron muchas libertadas, pero actualmente su postura, la cual ha sido confirmada en segunda instancia, es consistente en que no le asiste razón a la defensa ya que JOSÉ ALBEIRO fue condenado por homicidio y porte de armas por parte de ese despacho y el mismo gozó de libertad dentro del trámite. Aunque se pide que se sustituya la medida por una no privativa, estima que acá no se está frente a una medida de aseguramiento, sino ante el cumplimiento de una sentencia, máxime cuando el procesado asumió el debate en uso de su libertad. El despacho acata la postura de la Corte Suprema y niega la sustitución de la medida de aseguramiento.

Contra tal determinación la defensa mostró su inconformidad y procedió a interponer y sustentar recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Defensora -recurrente-
Pide se revoque la decisión adoptada y en consecuencia se le conceda la suspensión de la medida intramural a su patrocinado, con fundamento en lo siguiente:

La Sentencia C-221/17 es un precedente horizontal que debe ser cumplido y acatado por todos los jueces y fue así que el Tribunal de Armenia luego de su análisis, indicó que  esta tiene fuerza vinculante y para materializar el derecho a la igualdad, debe adoptarse decisiones similares ante casos idénticos, siendo obligatorio acatar las providencias de la Corte.

Fue explícita en señalar que JOSÉ ALBEIRO fue detenido en octubre 11 de 2016 al momento de dictarse el sentido del fallo, pero es la segunda instancia la que no ha resuelto su situación jurídica y por ende se presume inocente hasta que incluso se desate el asunto en casación, donde podría cambiarse de postura y absolverse, y se pregunta, qué pasaría con el tiempo que ha estado privado de su libertad y por qué no puede gozar de su libertad bajo el entendido que se vulnera su derecho a la igualdad, al debido proceso, a estar con su familia.

Aunque el a quo dice que el Tribunal Superior ha confirmado varios pronunciamientos sobre la negativa de conceder la libertad por vencimiento de términos, se pregunta si acaso la Corporación se ha puesto en la tarea de estudiar la Sentencia C-221/17, bajo el entendido que es de obligatorio cumplimiento y que la persona privada de libertad, hasta última instancia goza de su presunción de inocencia.
El Estado continúa en mora de brindar a la administración de justicia las herramientas para que el acceso sea real y efectivo, en procura del respeto  por los protagonistas del injusto penal, tanto procesados como víctimas y la demora para emitir un fallo por el Tribunal no puede trasladarse al señor JOSÉ ALBEIRO quien está detenido hace más de un año y la Sala puede percatarse que siempre se presentó a todas las audiencias, no ha estado  incurso en mala conducta, estuvo pendiente desarrollo proceso y nadie sabe cómo se sienten las personas detenidas en la UPV, lo que vulnera su dignidad humana.

Pide se realice un análisis ponderado, se aplique la Sentencia C-221/17 y se aparten del auto 49734 de la Corte Suprema, al no ser casos similares, pues en esta se dio aplicación a la Ley 600 de 2000 y no a la Ley 906 de 2004, máxime que JOSÉ ALBEIRO está con detención intramural a consecuencia de un fallo condenatorio, o lo que es lo mismo en detención así se haya emitido sentencia adversa. Solicita se revoque la decisión adoptada y se conceda la libertad por vencimiento de términos a su cliente.

2.2. Fiscalía -no recurrente- 

Estima que  se debe confirmar el proveído de primer grado, y al respecto sustenta:

No se puede entrarse a considerar que JOSÉ ALBEIRO MORENO debe recobrar la liberta por llevar más de un año sin haberse resuelto la apelación ante el Tribunal, porque su detención se dio para efectos del cumplimiento de la pena y no como medida de aseguramiento que es cautelar y se impone en el proceso hasta que se dicta sentencia. Ello implica que al emitirse sentido de fallo condenatorio debe privarse de la libertad para acatar la pena, como acá ocurrió.
No se ha vulnerado derecho fundamental, ya que el procesado ha contado con las garantías al debido proceso, doble instancia, presunción de inocencia, la que ya fue atacada y vencida en juicio.  Agrega que aunque haya transcurrido más de un año sin decisión de segunda instancia, se está dentro de un plazo razonable, y no se ha presentado una dilación injustificada, máxime cuando estamos ante un delito de homicidio que amerita un análisis serio, sumado a la carga laboral del Tribunal, por lo cual no se aprecia que el principio del plazo razonable no se haya observado.
Esgrime que JOSÉ ALBEIRO estuvo en libertad durante el proceso, y así lo afrontó aunque el fallo le resultó adverso, y en consecuencia estima que no se le han vulnerado su derecho al debido proceso, pide  se confirme la decisión ya que el lapso que ha estado detenido obedece al cumplimiento de la pena y no a una medida cautelar.
2.3. Apoderada de víctimas -no recurrente- 

Luego de escuchados los planteamientos del a quo, considera que se analizó la norma y la decisión adoptada se encuentra conforme a derecho, por lo cual debe confirmarse.

2.4.- El recurso fue concedido y se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer si la determinación de primer grado se encuentra ajustada a derecho en cuanto negó la posibilidad de un cambio de medida de aseguramiento por una no privativa de la libertad; o si, por el contrario, le asiste razón a la defensa en condición de apelante, y hay lugar a conceder tal mutación en pro de una determinación liberatoria. 

3.3.- Solución a la controversia

La confrontación jurídica suscitada en el presente asunto se puede resumir en lo siguiente: La defensora hace primar para los intereses de su cliente el contenido del fallo de constitucionalidad C-221/17, en el entendido que para la aplicación del artículo 1º de la ley 1786 de 2016 debe entenderse que las medidas de aseguramiento podían tener vigencia luego del anuncio del fallo de condena, o de la sentencia dictada en primera instancia; en tanto para el juez a quo la decisión de la Corte Constitucional debe armonizarse con lo decidido por la Corte Suprema de Justicia en providencia de julio 24 de 2017, bajo el radicado 49734, por medio de la cual se consideró que ese criterio era erróneo, ya que esas medidas cautelares tenían vigencia hasta la sentencia de primera instancia en los casos regulados por la ley 600 de 2000, o hasta el anuncio del sentido del fallo en los términos del artículo 450 CPP o hasta que se profiera la sentencia condenatoria, para los asuntos tramitados bajo la égida de la Ley 906/04.

Así las cosas, el principal argumento de la parte inconforme viene dado por el carácter vinculante y obligatorio del precedente de la Corte Constitucional en cita, bajo el entendido que las medidas de aseguramiento consistente en detención preventiva permanecen vigentes hasta tanto se profiera la sentencia de segundo grado, y la sustitución procede cuando la susodicha medida se prolongue por el término del año al cual hace alusión el artículo 1º de la ley 1786 de 2016.

El interrogante que surge de esa confrontación argumentativa es el siguiente: ¿es verdad que el fallo de constitucionalidad al cual se hace referencia lleva como conclusión ineludible que una medida de aseguramiento consistente en detención intramural que permanezca vigente por más de un año sin haberse proferido sentencia de segundo grado debe mutarse obligatoriamente por una no privativa de la libertad? La Sala es del criterio que no, con fundamento en las razones que a continuación se exponen:

Es verdad, no se discute, porque en ello le asiste total razón a la apoderada que impugna, que los fallos de exequibilidad proferidos por el órgano de cierre en materia constitucional son vinculantes y obligatorios para todos los actores del sistema. La sentencia T-292/06 de la Corte Constitucional fue clara al examinar el tema del carácter vinculante de sus fallos, y de esa sentencia y de las demás que allí se citan se desprende que los jueces tienen la obligación de aplicar la sentencia C-221/17 acorde con lo dispuesto en el artículo 243 C.N. 

Ocurre sin embargo, y es allí donde la situación amerita análisis de fondo, tal circunstancia tiene aplicabilidad frente a la ratio decidendi, no frente al obiter dicta, de allí que en sentir de esta Corporación lo sostenido por la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, así ello esté contenido en providencias de carácter interlocutorio, no va en contravía de lo decidido por la Corte Constitucional en sentencia C-221/17, sino que orienta con criterio de autoridad acerca del ámbito de aplicación de la norma que ha sido declarada exequible. 
Para sostener lo que se acaba de afirmar se tiene:

1.- En precedente de octubre 23 de 2014, la Corte Suprema de Justicia bajo el radicado 39538 M.P. Eugenio Fernández Carlier, sostuvo que por virtud de lo dispuesto por la propia Corte Constitucional en sentencia C-037/96, cuando ejerció un control abstracto a la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270/96), las providencias de todos los órganos de cierre de la Administración de justicia son INTANGIBLES dentro de sus respectivos ámbitos de competencia. Textualmente se dijo:  

“[…] Que las decisiones de los órganos de cierre en la administración de justicia en el ámbito de sus competencias funcionales son intangibles, es asunto que ya ha definido la Corte Constitucional en la sentencia C.037 de 1996 al señalar: «Sentadas las precedentes consideraciones, conviene preguntarse: ¿Respecto de las providencias proferidas por las altas corporaciones que hacen parte de la rama judicial, cuál es la autoridad llamada a definir los casos en que existe un error jurisdiccional? Sobre el particular, entiende la Corte que la Constitución ha determinado un órgano límite o una autoridad máxima dentro de cada jurisdicción; así, para la jurisdicción constitucional se ha previsto a la Corte Constitucional (Art. 241 C.P.), para la ordinaria a la Corte Suprema de Justicia (art. 234 C.P.), para la contencioso administrativa al Consejo de Estado (Art. 237 C.P.) y para la jurisdiccional disciplinaria a la correspondiente sala del Consejo Superior de la Judicatura (Art. 257 C.P.). Dentro de las atribuciones que la Carta le confiere a cada una de esas corporaciones, quizás la característica más importante es que sus providencias, a través de las cuales se resuelve en última instancia el asunto bajo examen, se unifica la jurisprudencia y se definen los criterios jurídicos aplicables frente a casos similares. En otras palabras, dichas decisiones, una vez agotados todos los procedimientos y recursos que la ley contempla para cada proceso judicial, se tornan en autónomas, independientes, definitivas, determinantes y, además, se convierten en el último pronunciamiento dentro de la respectiva jurisdicción. Lo anterior, por lo demás, no obedece a razón distinta que la de garantizar la seguridad jurídica a los asociados mediante la certeza de que los procesos judiciales han llegado a su etapa final y no pueden ser revividos jurídicamente por cualquier otra autoridad de la rama judicial o de otra rama del poder público […]”. -negrillas de la Sala-

Significa lo anterior, que las Cortes son autónomas y poseen la potestad para definir la jurisprudencia que debe orientar la Administración de Justicia en cada especialidad y dentro del ámbito de sus propias competencias, a cuyo efecto se tornan intangibles con miras a garantizar la seguridad jurídica. Lo cual traduce además, que las restantes Corporaciones de Justicia están en el deber de respectar esos pronunciamientos.

De ese modo se comprende que en esta materia lo sostenido por la Sala de Casación Penal sea vinculante para el intérprete en cuanto es la autorizada para delimitar el verdadero entendimiento de los institutos que componen la materia asignada a su competencia, en nuestro caso la vigencia de las medidas de aseguramiento. Ello, por supuesto, sin ir en contravía con la ratio decidendi que contiene la sentencia de constitucional que declaró exequible la letra del dispositivo 307 C.P.P.  

No se avizora desfasado por tanto el que el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta capital haya acogido los esclarecedores planteamientos de la Corte Suprema, con miras a delimitar el verdadero alcance de la sentencia C-221/17, porque estaba en el deber de aplicar su contenido al caso concreto, como en efecto lo hizo.

2.- En la misma sentencia del 24 de julio de 2017 con radicado 49734, la CSJ hace varias precisiones que deben ser acatadas por su contundencia, a saber:

“[…] Con estas apreciaciones, la Corte Suprema de ninguna manera cuestiona la razón que fundamenta la decisión adoptada en la sentencia C-221 de 2017, sino que, de cara a la aplicación judicial de la figura bajo estudio ha de efectuar las precisiones conceptuales pertinentes, en relación con los distintos fundamentos, de orden procesal, que justifican la restricción preventiva de la libertad personal en el proceso penal. 

La Corte Constitucional juzgó la exequibilidad de la norma (art. 307 de la Ley 906 de 2004, modificado por el art. 1º de la Ley 1786 de 2016) afirmando, en esencia, que el legislador estableció un parámetro límite para contabilizar el término de duración de la detención preventiva (de uno o dos años). La Sala, armonizando la vigencia de la jurisprudencia penal especializada con la norma en mención, pone de presente que la referida medida de aseguramiento sólo opera hasta la sentencia de primera instancia o la lectura de ésta si la decisión es condenatoria, sin que la tangencial conceptualización realizada por la jurisprudencia constitucional modifique tal entendimiento ni, mucho menos, permita afirmar que, si se supera el plazo máximo de vigencia temporal de la detención preventiva sin que se haya dictado -o leído- sentencia de segunda instancia, hay lugar a la libertad del detenido”. -negrillas del Tribunal- 

Queda claro por tanto que la fijación de esos parámetros que efectúa la Corte Suprema por medio de sus decisiones de julio 24 de 2017, radicado 49734, y agosto 09 de 2017, radicado 50861, no modifican en modo alguno la razón de ser del pronunciamiento de la Corte Constitucional, a consecuencia de lo cual son determinaciones perfectamente compatibles, si se mira cada una desde luego, como tiene que hacerse, dentro de su propio ámbito de sus competencias, según lo estableció la propia Corte Constitucional en su sentencia  C-037/96.

3.- Lo dicho con antelación es lo más sano desde el punto de vista interpretativo, tal cual ya lo había anunciado esta Corporación en pasada decisión de agosto 28 del año que transcurre, con ponencia del magistrado Manuel Yarzagaray Bandera, en la cual se hizo un análisis cronológico de los precedentes jurisprudenciales puestos en juego, al igual que lo sostenido por la Sala en otra decisión de esta misma fecha con ponencia del magistrado Jairo Ernesto Escobar Sanz. A todo lo cual es importante agregar lo siguiente:

En criterio del Tribunal los pronunciamientos que efectuó la Corte Suprema están ajustados en un todo no solo al texto del dispositivo declarado exequible, sino que conjugan las restantes disposiciones vigentes en la materia, como quiera que, a nuestro entender: (i) por mucho que se diga que la sentencia aún no ha causado ejecutoria, que no está en firme porque no se ha resuelto el recurso interpuesto, y que por tanto no se ha empezado a purgar la sanción impuesta, es lo cierto e indiscutible que no está en un mismo plano de igualdad aquél a quien no se le ha dictado sentencia, que quien posee un primer fallo judicial por medio del cual se le declaró responsable y fue vencido en juicio, porque en ese evento ya hubo un juzgamiento y es precisamente a ello a lo que se refieren los tratados internacionales cuando pregonan la necesidad de no postergar más allá del plazo razonable las detenciones preventivas sin un debido juzgamiento; (ii) no son iguales los fines de las medidas de detención preventiva que los fines de la pena, y son éstos y no aquéllos los que se pretende cumplir cuando ya una autoridad judicial ha proferido una sentencia de condena; y por último y más importante de todo (iii) no es cierto que las privaciones de la libertad cuando existe sentencia estén regidas o se encuentren soportadas en una medida de aseguramiento cautelar, porque es sabido sin discusión alguna, que no en todos los procesos se imponen preventivamente una medida de aseguramiento ya que es algo eminentemente accesorio al proceso penal. Y es tan contundente lo que se acaba de afirmar, que el argumento defensivo sería virtualmente inaplicable en aquellos eventos en los cuales no se impuso medida preventiva y sin embargo la persona es privada de la libertad al momento del anuncio del sentido del fallo, o en la audiencia de lectura del fallo de primer grado. O en aquellos otros eventos donde la privación de  la libertad se da con ocasión de la orden emitida en la sentencia de segundo grado por haberse revocado el fallo absolutorio, o incluso con ocasión del recurso extraordinario de casación. 
Y es que en el presente asunto, lo que se sabe, como así lo refirió la fiscalía y reiteró el a quo, es que el señor JOSÉ ALBEIRO MORENO no fue objeto de medida de aseguramiento dentro del curso del proceso, y por ende disfrutó de su libertad hasta el momento en que por parte del funcionario judicial se profirió el sentido de fallo condenatorio, a raíz del cual, y de conformidad con lo reglado en el canon 450 C.P.P. dispuso su detención, advirtiéndose con mayor razón que la privación de la libertad de la que fue objeto tuvo su razón de ser en la necesidad de dar cumplimiento de la sentencia proferida en su contra.

De otro lado y aunque la recurrente pide que se tenga en cuenta la providencia emitida por la Sala Penal del Tribunal de Armenia, donde se acató la Sentencia C-221/17 para otorgar la “libertad por vencimiento de términos” a un ciudadano condenado por iguales conductas a la del señor JOSÉ ALBEIRO MORENO, tal decisión no se ofrece obligatoria para esta Corporación, en tanto los razonamientos que al parecer se tuvieron en cuenta por parte de esa Colegiatura, son diversos al entendimiento que esta Sala le ha dado a los pronunciamientos emitidos por la Corte Constitucional y la Corte Suprema, como ha quedado plasmado en precedencia.
Así las cosas, como quiera que le asistió razón al señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta capital al negar el cambio de la medida de aseguramiento solicitado, bajo el entendido que la privación de la libertad del procesado MORENO MORENO no está soportada en medida cautelar sino en el fallo de condena impuesto, la determinación adoptada en tal sentido debe confirmarse. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio objeto de alzada.
Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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